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Sección I
Propondríamos que se agregue el texto siguiente a los dos párrafos actuales del preámbulo:

“La REMJA-V expresa satisfacción ante el hecho de que en el período que siguió a la REMJA-IV, los Estados Miembros de la OEA hayan adoptado importantes medidas para reforzar la aplicación hemisférica de los instrumentos de las Naciones Unidas de lucha contra el terrorismo y la delincuencia organizada, de modo de hacer frente en forma eficaz a esos crímenes.  En especial, en el intervalo comprendido entre la REMJA-IV y la REMJA-V, numerosos Estados Miembros de la OEA se convirtieron en Partes del Convenio para la Represión de la Financiación del Terrorismo de 1999, así como de instrumentos universales anteriores de lucha contra el terrorismo.  Análogamente, numerosos Estados Miembros de la OEA se convirtieron en Partes de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional de 2000 o adoptaron importantes medidas encaminadas a adquirir esa condición.  La REMJA-V reconoce este notable avance en la lucha contra el terrorismo y la delincuencia transnacional organizada.  

La REMJA-V toma nota también con satisfacción de que se ha acelerado en gran medida la adhesión a instrumentos regionales de lucha contra el terrorismo y la delincuencia organizada.  La Convención Interamericana contra el Terrorismo de 2002 entró en vigor el 10 de julio de 2003; y un considerable número de otros Estados Miembros se han convertido en Partes de la Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados.  

Al mismo tiempo quedan tareas por hacer en cuanto a determinación de mecanismos de eficaz aplicación de normas hemisféricas y mundiales de lucha contra el terrorismo y la delincuencia organizada, y tomamos nota con alarma del incremento de los ataques terroristas y las actividades de otras organizaciones criminales.  En consecuencia recomendamos:

1.
Que con respecto a la lucha contra el terrorismo, los Estados Miembros que aún no lo han hecho adopten muy rápidamente las siguientes medidas: suscribir y ratificar, ratificar o acceder a, según corresponda, y aplicar:



a.
Las doce convenciones de las Naciones Unidas contra el terrorismo.



b.
La Convención Interamericana contra el Terrorismo, que constituye un marco esencial para combatir el abuso, por parte de los terroristas, de sistemas financieros y procesos de inmigración, y para obtener asistencia judicial mutua en la lucha contra el terrorismo.

2.
Los Estados Miembros disponen de medios suficientes para adoptar medidas de aplicación coercitiva de la ley en relación con situaciones en que aún no se ha realizado un ataque terrorista y en que una oportuna investigación y el procesamiento de los perpetradores puede impedir la realización de esos ataques, y adoptar medidas inmediatas que confieran capacidad suficiente para promover esa conducta y hacer efectiva la cooperación mutua al respecto.

3.
Que los Estados Miembros se doten de mayor capacidad para el intercambio de información entre los servicios de seguridad y los organismos de aplicación coercitiva de la ley para prevenir ataques y lograr el procesamiento de terroristas.  


4.
Que los Estados Miembros promuevan las más amplias medidas de cooperación formal e informal; especialmente medidas que garanticen la eficaz colaboración entre los organismos de aplicación coercitiva de la ley, los servicios de inmigración y entidades conexas y sometan a mejores controles a sus documentos de viaje y de identidad.



5.
Que con respecto a la lucha contra la delincuencia organizada, los Estados Miembros que aún no lo han hecho adopten muy rápidamente las siguientes medidas:  firmar y ratificar, ratificar o acceder a, según corresponda, y aplicar:



a.
La Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, el Protocolo para prevenir, reprimir y sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños, y el Protocolo contra el tráfico ilícito de migrantes por tierra, mar y aire.  Instamos a los Estados Miembros a completar sus procesos internos para determinar si han de suscribir y ratificar el Protocolo contra la fabricación y el tráfico ilícitos de armas de fuego, sus piezas y componentes y municiones.  



b.
La Convención Interamericana contra la Fabricación y el Tráfico Ilícitos de Armas de Fuego, Municiones, Explosivos y Otros Materiales Relacionados, que entre otras cosas establece un régimen eficaz de penalización del tráfico ilícito de armas que puedan ayudar a la delincuencia organizada y a los grupos terroristas, y la creación de un mecanismo de seguimiento hasta su fuente de las armas que sean objeto de tráfico ilícito.

6.
Que los Estados Miembros que son Partes o signatarios de la Convención contra la Delincuencia Organizada Transnacional y sus dos protocolos en vigor trabajen conjuntamente en la Primera Conferencia de las Partes, que tendrá lugar entre el 28 de junio y el 9 de julio de 2004, para facilitar la exitosa aplicación de esos importantes instrumentos internacionales”.

También tomamos nota, conforme al análisis realizado en la reunión informal de ayer, que el título de la Sección I debería modificarse, de modo que sea idéntico al de la Sección II del proyecto de temario; además debería eliminarse la recomendación 6.

Sección II
Las recomendaciones 1 a 4 de la Sección I deberían pasar a la Sección II.

Sección IV
Propondríamos agregar la siguiente conclusión:

“Que los Estados Miembros apliquen los mecanismos clave de la Convención del Consejo de Europa sobre la Delincuencia Cibernética (2001) y consideren seriamente la posibilidad de tratar de acceder a esa convención en el futuro”.

Debería eliminarse la recomendación 4.

Sección V
Propondríamos el texto siguiente:

“En las Declaraciones de Nuevo León y de la Ciudad de Quebec, así como en anteriores REMJA, se reconoce el hecho de que la corrupción ya no se considera como un costo aceptado de realización de operaciones comerciales ni como un aspecto inevitable de la labor gubernamental.  Un amplio espectro de personas comprenden que las consecuencias de la corrupción de funcionarios públicos pueden ser devastadoras para las economías, para el Estado de derecho, para la legitimidad y estabilidad del Gobierno y para la sociedad en general.  La aplicación coercitiva de la ley cumple un papel decisivo en la lucha contra la corrupción, en especial determinando claramente los delitos penales, haciendo cumplir enérgicamente las normas respectivas, recuperando activos objeto de saqueos y proporcionando cooperación internacional en relación con esas medidas.  Tomamos nota con aprobación del hecho de que a partir de la REMJA-IV, la mayor parte de los Estados Miembros suscribieron la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción y algunos Estados Miembros adicionales se convirtieron en Partes de la Convención Interamericana contra la Corrupción, pero hoy procuramos reforzar nuestros esfuerzos para promover eficazmente la lucha contra la corrupción.


En consecuencia, la REMJA-V recomienda que los Estados Miembros:


1.
que aún no lo han hecho, adopten cuanto antes las medidas necesarias para alcanzar los siguientes objetivos:



a.
Firmar y ratificar, ratificar o acceder a, según corresponda, y aplicar plenamente la Convención de las Naciones Unidas contra la Corrupción de 2003.



b.
Firmar y ratificar, ratificar o acceder a, según corresponda, y aplicar plenamente la Convención Interamericana contra la Corrupción de 1996.


2.
Cooperar para reforzar el mecanismo de seguimiento de la Convención Interamericana contra la Corrupción, a través de medidas prácticas que la hagan más eficaz.


3.
En el curso del año próximo, verificar que se hayan adoptado medidas legales que prohíban el ingreso de funcionarios corruptos y de quienes los hayan corrompido, e intercambiar información sobre las medidas que han adoptado.

4.  
Revisar inmediatamente sus regímenes legales de extradición y suministro de asistencia judicial mutua en relación con delitos de corrupción, incluida su capacidad de disponer la confiscación de activos a pedido de otros países que tengan diferentes modalidades de realización de la confiscación, a fin de reforzarlos.

5.
Cerciorarse de que la capacidad judicial de devolver fondos saqueados al país del que hayan sido sustraídos, y que estén en condiciones de formular pedidos de asistencia judicial mutua –y, a la inversa, de proporcionar cierta asistencia al Estado que lo solicite tras haber sido víctima de corrupción en gran escala—baste para ubicar y ulteriormente recuperar esos activos”.

Sección VII

Propondríamos sustituir el texto actual por el siguiente:


“En cumplimiento del mandato de la Segunda Cumbre de las Américas de “Impulsa[r] el establecimiento de un centro de estudios de justicia de las Américas, tendiente a facilitar el perfeccionamiento de los recursos humanos, el intercambio de información y otras formas de cooperación técnica en el Hemisferio”, la REMJA-II decidió que se formara un grupo de expertos gubernamentales para preparar proyectos de leyes y elaborar por otras vías un plan de establecimiento de un centro como el referido.  El estatuto, elaborado por un grupo de expertos, fue aprobado el 15 de noviembre de 1999, en un Período Extraordinario de Sesiones de la Asamblea General de la OEA, y el Centro estableció su lugar de operaciones en Santiago de Chile al año siguiente.  En la Tercera Cumbre de las Américas, los Jefes de Estado y de Gobierno instaron a la REMJA a “Desarrolla[r] un plan de financiamiento para el Centro de Estudios de Justicia de las Américas que tome en cuenta los intereses y recursos tanto de Gobiernos como de otros posibles donantes, y que permita al Centro contribuir no sólo a la modernización y formulación de las políticas públicas en este ámbito, sino también al desarrollo institucional de los sistemas judiciales en la región”.

Habiendo oído el informe del Centro de Estudios de Justicia de las Américas, la REMJA-V decide:

1.  Expresar su agradecimiento al Directorio y al Director Ejecutivo por la orientación e iniciativa que han puesto de manifiesto al guiar y elaborar los pasos iniciales del trabajo del Centro en la esfera de la justicia penal, y dar forma concreta a la visión de un centro regional de expertos en el sector de la justicia establecido por los Jefes de Estado y de Gobierno en Santiago.


2.  Felicitar al Centro por la exitosa puesta en marcha de sitios y publicaciones en Internet que están siendo ampliamente consultados en la región, y por la aplicación de un importante estudio comparado de normas y prácticas de procedimiento penal en la región que presumiblemente contribuirán a mejorar el desempeño del sistema de justicia.

3.  Expresar satisfacción por los esfuerzos realizados para hacer efectiva la participación de todos los Estados Miembros en programas y actividades del Centro, pese a la diversidad de intereses e instituciones que intervienen y la escasez de financiamiento.

4.  Solicitar al Centro que tenga en cuenta todas las conclusiones y recomendaciones de la REMJA a los efectos de la elaboración de sus planes de trabajo y de que contribuya a su aplicación en la medida en que sea conveniente.  

5.  Solicitar al Centro que convoque a un grupo o proceso de trabajo, en que tomen parte gobiernos de países miembros y otros donantes, a fin de elaborar, para que sea considerado por la REMJA-VI, un plan de financiamiento del Centro en los términos del mandato arriba citado de la Declaración de la Ciudad de Quebec”.
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